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Derechos humanos y personas adultas mayores
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28 de octubre de 2010

Señor Presidente del Consejo Permanente, señor Representante del Secretario General de la OEA, señora Directora de la Organización Panamericana de la Salud, Representantes de Estados miembros de la OEA, invitados especiales, señoras y señores:


Agradezco en nombre de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos la amable invitación de participar en esta sesión especial dedicada a los derechos humanos de las personas adultas.  Como es de conocimiento de todos ustedes, en estos días los Comisionados están dedicados a la atención del programa de audiencias correspondientes a su 140º período ordinario de sesiones, por lo que me han encomendado que los representara en esta oportunidad.


El Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de las Naciones Unidas ha estimado que una de cada 10 personas en el mundo tiene 60 años de edad o más.  Con base en el estudio de las tendencias demográficas actuales, en 2050 una de cada cinco personas será mayor de 60, y en 2150 la proporción será de uno a tres.  Muchos gobiernos cuentan con sistemas de seguro social o de descuentos médicos para la atención de las necesidades de este importante sector de la población.  Sin embargo, la mayor parte de estos sistemas fueron diseñados bajo la premisa de que siempre habría una importante mayoría de personas jóvenes o de edad mediana número coexistiendo en un momento determinado.  Los cambios demográficos referidos han debilitado la capacidad de tales sistemas de atender debidamente las necesidades de su población de adultos mayores, tanto en los países de mayor desarrollo económico como en los afectados por altos índices de pobreza. 

No cabe duda de la importancia fundamental de asegurar la vigencia efectiva y el libre ejercicio de los derechos humanos de los adultos mayores.  Especialmente en la realidad de hoy, de un mundo globalizado y altamente competitivo, en el que este grupo humano es frecuentemente dejado de lado por el ritmo vertiginoso de la vida moderna.  Aun peor, los adultos mayores enfrentan diariamente con situaciones de discriminación y abuso, debido a la percepción de que son personas débiles de las resulta fácil aprovecharse.  


La CIDH ha seguido con mucho interés el enfoque particular que se ha dado en años recientes por parte de los Estados miembros de la OEA al tema de los derechos humanos de los adultos mayores.  En efecto, se comprometieron en virtud de la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas a seguir los trabajos necesarios para incorporar esta materia en las agendas de la política pública y a promover en el ámbito regional un estudio sobre la viabilidad de elaborar una convención interamericana sobre los derechos de las personas mayores.

Sin perjuicio de tal iniciativa, para la cual la Comisión Interamericana estará a disposición para asesorar a los Estados miembros en su carácter de órgano principal de la OEA en materia de derechos humanos, es de destacar que el sistema regional ya cuenta con una serie de mecanismos jurídicos para la protección de los derechos de las personas adultas mayores.  Cabe mencionar en primer lugar la posibilidad de plantear peticiones individuales en caso de considerar la posible violación de alguno de los derechos protegidos en los instrumentos interamericanos, o de solicitar medidas cautelares en situaciones de gravedad y urgencia, con el fin de evitar daños irreparables.  

La CIDH también tiene funciones de observación general, que le permiten solicitar información a los Estados y a la sociedad civil a fin de realizar estudios y publicar informes en determinados países o regiones.  Por otra parte, la Comisión Interamericana se concentra en el análisis temático de ciertos derechos, o de la situación de los derechos humanos de determinados grupos específicos de personas.  En los últimos diez años, ha aumentado de manera impresionante el trabajo realizado por las distintas relatorías, lo que ha resultado en una amplia difusión de los derechos humanos en el hemisferio, pero también en logros concretos de justicia en casos individuales y en medidas de protección urgente.


Las audiencias que celebra la Comisión interamericana durante sus períodos de sesiones constituyen igualmente un importante mecanismo para difundir ciertas situaciones de derechos humanos de tipo general o temática.  En algunos casos la información recibida de los Estados y de la sociedad civil durante tales audiencias ha llevado a que la CIDH observara con mayor atención el tema respectivo, e incluso que resultara objeto de un informe especial.  No solamente son las situaciones de preocupación las que se destacan en tales informes, sino que en muchos casos se indican las buenas prácticas en determinados países que sirven de modelo para que otros puedan adoptar políticas tendientes a la mayor y más efectiva protección de los derechos humanos.  

En cuanto a los derechos expresamente reconocidos en los instrumentos interamericanos, el artículo 17 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales garantiza a toda persona el derecho a protección especial durante la ancianidad.  El deber que impone tal disposición se debe interpretar a la luz del artículo 26 de la Convención Americana, que se refiere al desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales, en la medida de los recursos disponibles.  Como consecuencia de ello resulta el deber correlativo de no retroceder en los logros avanzados en dicha materia.  La obligación de no regresividad desarrollada por otros organismos internacionales ha sido entendida por la CIDH como un deber estatal justiciable mediante el mecanismo de peticiones individuales consagrado en la Convención Americana.

El Protocolo de San Salvador también garantiza en su artículo 9 el derecho a la seguridad social, que ha sido objeto de análisis en varios casos ante la Comisión y la Corte Interamericana.  Si bien este derecho no es justiciable bajo dicho instrumento, los órganos del sistema interamericano pueden analizar el deber de desarrollo progresivo en algunos casos específicos en los que se alega que la aplicación de normas previsionales a resulta en violaciones de los derechos de propiedad y de protección judicial, entre otros.


Otras disposiciones relevantes del Protocolo de San Salvador son el artículo 10, que garantiza el derecho a la salud entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y social.  Asimismo, el artículo 18 reconoce los derechos de las personas con capacidades físicas o mentales disminuidas, y el artículo 3 consagra la prohibición de discriminación.

 De manera más general, ciertamente todas las disposiciones de los instrumentos del sistema interamericano están a disposición de los adultos mayores que consideren vulnerados sus derechos por parte de alguno de los Estados miembros de la OEA.  En particular, cabe referirse a las disposiciones que garantizan el derecho a la igualdad ante la ley para aquellos casos en que los adultos mayores consideren que han sufrido un tratamiento discriminatorio sin justificación legítima, en los términos de la jurisprudencia interamericana.


Estos mecanismos legales, ofrecen un marco de referencia apropiado para canalizar el interés de los Estados miembros de la OEA y sus habitantes en el tema de los adultos mayores, que ha motivado ya varias importantes declaraciones y resoluciones de sus órganos políticos.  El desafío consiste en la utilización creativa de las posibilidades que ofrece el sistema interamericano de derechos humanos, con el objeto común de desarrollar y ampliar los espacios de protección jurídica de los adultos mayores.
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La Comisión Interamericana considera que puede colaborar de manera significativa en este proceso, dentro del ámbito de su mandato de defensa y promoción de los derechos humanos de todas las personas, sin discriminación alguna.


Muchas gracias
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